Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 15 y 8 minutos.) 


- En nombre de los miembros de la Comisión, damos la bienvenida al señor Presidente y a los señores Ministros del Tribunal de 
Cuentas. Corresponde aclarar que si bien la invitación se realizó formalmente, tiene un carácter más bien abierto y su origen fue un 
planteo del señor Senador Correa Freitas con motivo de un proyecto de ley concreto que había presentado junto con el señor 
Senador Gallinal. La idea es hacer un intercambio de opiniones para conocer las inquietudes del Tribunal de Cuentas en materia de 
su competencia. 


A continuación, cedo el uso de la palabra al señor Senador Correa Freitas, reitero, autor del proyecto de ley que motivó la 
convocatoria para el día de hoy. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente del Tribunal de Cuentas, señores Ministros: en primer lugar, debo agradecerles la 
deferencia que han tenido con esta Comisión al haber aceptado esta invitación. El motivo por el cual hicimos un planteo ante esta 
Comisión fue el hecho de haber presentado ya dos proyectos de ley, uno en forma individual y otro junto con el señor Senador 
Gallinal, procurando, en lo posible, buscar una solución definitiva -si es que puede haberla- al problema de las observaciones a los 
gastos y pagos del Estado. La preocupación que tengo, quizás como novel Legislador -es lo que nos pasa a veces, cuando 
llegamos con mucho impulso en una primera Legislatura- se debe a que hay una serie de observaciones que no tramita la 
Asamblea General, es decir, no las analiza. Lo que queremos a través de estos dos proyectos de ley es buscar un mecanismo 
para, de alguna manera, dar efectividad a ese mandato constitucional y, fundamentalmente, jerarquía política y constitucional al 
Tribunal de Cuentas. ¿Por qué? Porque si las observaciones que hace el Tribunal de Cuentas, que se refieren estrictamente a la 
legalidad de los gastos y pagos, no son atendidas por los organismos del Estado, y basta con el mecanismo de la reiteración y 
luego con el silencio de la Asamblea General, estaríamos ante una situación en la cual no sabríamos si es efectivo, real, el control 
del Tribunal. No tenemos dudas de que lo realiza y de que lo hace muy bien. Pero lo que pretendemos con el señor Senador 
Gallinal es que realmente sea efectivo el control del Tribunal de Cuentas. Esto significa que cuando este Tribunal diga, por ejemplo, 
que un gasto o un pago se realiza violando normas jurídicas y principios de legalidad, entonces, dicho gasto o pago no se pueda 
efectuar. Esa fue la razón por la cual en el primer proyecto de ley se pensó en una suspensión del acto. Pero con mucho criterio los 
integrantes del Tribunal de Cuentas nos enviaron una nota con una serie de observaciones y en consideración a ellas, junto con el 
señor Senador Gallinal, redactamos un nuevo proyecto de ley. 


En consecuencia, con absoluta sinceridad, quisiéramos saber si es posible o no legislar en esta materia o si, en realidad, hay que 
pensar en una reforma constitucional, que quizás sea la solución definitiva a este tema. Todos sabemos que las reformas 
constitucionales son muy difíciles y hay que aprovechar los momentos oportunos. Lamentablemente, el país no se encuentra en 
una situación apropiada como para plantear una reforma de este tipo. De todos modos, sería bueno tenerlo en cuenta para el 
futuro. 


De manera que nuestro objetivo es conocer la opinión de los integrantes del Tribunal de Cuentas acerca de los caminos que 
podemos transitar por la vía de la legislación, si es que existe alguna posibilidad. De lo contrario, terminamos aquí ¡y santas 
pascuas! Me dedicaré a otros temas y me olvidaré de éste hasta que se realice una reforma constitucional. 


No obstante, reitero que junto con el señor Senador Gallinal tenemos la intención de hallar un camino que sirva de lección y 
contribuya con el control de los gastos y pagos del Estado. 


Era cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR RAMIREZ.- En nombre del Tribunal de Cuentas, como su Presidente, deseo agradecer la invitación que nos ha formulado 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado para participar en esta sesión. En realidad, este agradecimiento se remonta a 
las fechas de las notas que nos ha remitido la Comisión en dos oportunidades, es decir, la del 20 de noviembre de 2001 y la del 16 
de julio de 2002. 


En ambas, el Tribunal de Cuentas dio respuesta y expresó su voluntad de estar a disposición de la Comisión cuando ésta lo 
estimase del caso. 


Para nosotros, señor Presidente, es un estímulo para nuestra tarea que una Comisión del Senado del nivel de la que usted preside 
se interese por temas que son motivo de preocupación cotidiana. Sin perjuicio de que los distintos miembros del Tribunal de 
Cuentas más adelante puedan dar su opinión con respecto al tema con mayor propiedad que yo, quería expresar que la 
preocupación -tal como lo manifestaba el señor Senador Correa Freitas- estaba referida a los gastos y pagos que se establecen en 
el artículo 211 de la Constitución; dentro del trámite que establece esta disposición nos encontramos con lo que podrían ser dos 
posibles salidas. Una de ellas es la que está bloqueada por la posibilidad constitucional de que el ordenador insista en el gasto. Por 
ese motivo, el Tribunal de Cuentas en las dos circunstancias opinó que la Constitución operaba como una barrera infranqueable. La 
otra salida es el tratamiento que se debe dar por parte de la Asamblea General o por quien haga sus veces y eso, como se 
comprenderá, escapa a la competencia o la posible opinión que pueda tener el Tribunal. 


Entre las cosas que se proponían y que eran comunes a ambas notas, se encontraba la creación de una Comisión. En este caso el 
Tribunal contestó que le parecía que si existía un ámbito de esas características, quizás se pudiese progresar aún más en ese 
sentido. Es más, tengo entendido que la única Comisión de la Asamblea General que está integrada es la de Hacienda y, como de 
hacienda pública se trata este tema, por ahí podría estar el camino. De todas maneras, insisto en que es una materia en la cual 
prefiero no ingresar porque entiendo que no estamos calificados para hacerlo. 


En cuanto a las observaciones de gastos y pagos debo indicar una preocupación específica en cuanto a los gastos que son 
observados por falta de disponibilidad. En ese sentido, el Tribunal de Cuentas en su último informe hizo mención a la exigencia que 
existe actualmente, en virtud de haberse dispuesto exclusivamente para la Administración Central la orden de gastos por medio de 
un sistema electrónico, es decir, un sistema integrado de información financiera, SIIF. Al respecto había una garantía absoluta pero 
no una gran preocupación, en la medida de que si un contador central de un organismo quería procesar un gasto, y el sistema 
informático establecido por el SIIF no lo habilitaba, no podía introducirlo. En cierto modo esto está complementado por el artículo 26 
de la Ley N* 17.296, de 21 de febrero de 2001 -que incluso en estos momentos es motivo de reglamentación por parte del Poder 
Ejecutivo- dando mayor énfasis a la dificultad que se le plantea a los organismos que quieran hacer un gasto sin que se cuente con 
la disponibilidad necesaria para ello. 


Dentro del Poder Ejecutivo se ha establecido todo un procedimiento interno según el cual si un Ministerio quiere hacer un gasto, va 
a la Contaduría General de la Nación y si ésta entiende que, desde el punto de vista de la legalidad, no es posible aprobarlo -por 
supuesto que una de las causales puede ser que no existan rubros- lo eleva al Ministerio de Economía y Finanzas. Ahora bien; si el 
ordenador insiste -siempre dentro de la órbita del Poder Ejecutivo- se va a la resolución del Poder Ejecutivo, el que necesita 
integrar la opinión del Presidente, del Ministro de Economía y Finanzas y del Ministro de la Cartera involucrada. Entonces, cuando 
el Poder Ejecutivo, a través del mecanismo que acabo de citar, se expide favorablemente, recién ahí se puede plantear el gasto 
ante el Tribunal de Cuentas lo cual no deja de ser un proceso que aumenta las garantías sensiblemente. 


Quizás esto no sea ajeno a un hecho que consta en la última memoria anual elevada a la Asamblea General en su página 63. Allí 
nos encontramos con una tabla que establece el total de gastos en los cuales el Tribunal tuvo participación y que refieren 
solamente a los Incisos 01 al 15, es decir, Poder Legislativo y Poder Ejecutivo. 


Poseemos bastante información como para saber que son abundantes las observaciones que el Tribunal de Cuentas remite a la 
Asamblea General por aplicación del artículo 211 B), pero recién este año hemos podido emplearlo en este sector - 
lamentablemente no lo pudimos extender a todos, cosa que sin duda podremos hacer el año próximo- para tener sentido de la 
magnitud del grado relativo que supone esa información. No digo, señor Presidente, que esos datos dejan absoluta tranquilidad, 
pero relativizan la importancia del tema. En definitiva, de un total de 330.990 actuaciones del Tribunal de Cuentas fueron 
observadas y remitidas a la Asamblea General 4.421, lo que representa el 1,34 % del total. Insisto en que este porcentaje no nos 
deja totalmente contentos pero, en lo personal, me ubica en un grado de apreciación menor al que suponía. 


Véase, por ejemplo, que en lo que tiene relación con los Organismos de los artículos 220 y 221 de la Constitución, esa cifra de 
4.421 pasa a ser del orden de los 6.842. 


Volviendo al cuadro inicial y como dato ilustrativo para tomar como referencia, debo decir que el Poder Legislativo procesó 7.500 
trámites ante el Tribunal de Cuentas, de los cuales, el total de observados fue de uno. Esto nos deja la sensación de que en ese 
aspecto la dificultad no es tan grande en lo que tiene relación con las observaciones. Por supuesto que lo ideal sería que no 
hubiese necesidad de enviar a la Asamblea General las observaciones y, en caso de hacerlo, dicha Asamblea pudiera darles el 
tratamiento que marca la Constitución. Claro está que no todos los asuntos revisten la misma importancia ni tienen la misma 
magnitud y, por lo tanto, no todos merecen el mismo grado de atención por parte de la Asamblea General. 


Esto es, señor Presidente, lo referente a gastos y pagos, que era la preocupación que se desprendía de los proyectos de ley que 
nos hizo llegar. 


Hay otro aspecto que quisiera introducir en la conversación -porque para nosotros el Tribunal de Cuentas sí es motivo de 
preocupación- y es el que deriva del tratamiento del Presupuesto de los Gobiernos Departamentales y tiene relación con la 
aplicación del artículo 225 de la Constitución de la República. 


Cuando el Tribunal de Cuentas interpone observaciones a los Presupuestos de los Gobiernos Departamentales, si estas son 
aceptadas por dichos Gobiernos, el trámite continúa sin ninguna dificultad pero, si no son aceptadas, las observaciones deben ser 
enviadas a la Asamblea General que cuenta con un plazo de cuarenta días para expedirse al respecto. En ese sentido, el silencio 
de la Asamblea General opera a favor del proyecto presentado por el Gobierno Departamental. 


También existían dificultades -y así lo manifestamos en la nota con la que respondimos a la documentación que esta Comisión nos 
envió el 16 de julio- para la consideración de estas observaciones. Al respecto, se recuerda que desde 1985 a la fecha, solamente 
en dos oportunidades la Asamblea General se pronunció sobre el particular -por ejemplo, en los casos de los Gobiernos 
Departamentales de Paysandú y Salto- y en los demás casos, el silencio de la Asamblea operaba a favor del proyecto que, en 
algunas oportunidades, presentaba características tales como que se habían aprobado sin el número de Ediles que requiere la 
Constitución, es decir, sin las mayorías necesarias. Esto se había llevado a cabo, a veces, invocando resoluciones del Tribunal de 
Cuentas que nunca se habían emitido. 


Esta es una de las formas de no tomar en cuenta las observaciones del Tribunal de Cuentas, pero se estaría cumpliendo con la 
Constitución en la medida en que estos proyectos se someten a la consideración de la Asamblea General. 


Una modalidad de más reciente data consiste en trasmitir al Tribunal de Cuentas por parte del Gobierno Departamental la postura 
de aceptar sus observaciones, pero en los hechos estas no son tenidas en cuenta. Esto el Tribunal de Cuentas lo percibe recién al 
año siguiente, cuando ese presupuesto se puso en ejecución y originó la Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal correspondiente a ese Ejercicio. Repito que, entonces, esto se viene a notar recién al año siguiente. 


Esto sería, señor Presidente, una especie de introducción en el tema -si así se admite- a efectos de que el cambio de opiniones y 
de puntos de vista sobre el mismo pueda ser expuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a permitir exponer una preocupación vinculada al estudio de otro proyecto reglamentario de las 
facultades del Tribunal de Cuentas. Quisiera saber si los miembros del Tribunal de Cuentas me permiten plantear -si alguno tiene 
opinión para emitir con respecto a este tema, aparte del relativo a los Gobiernos Departamentales, con gusto la escucharemos- una 
pregunta más con dos puntos. Deseo saber si el Tribunal de Cuentas considera oportuno o conveniente introducir por vía legal el 
control de los fondos estatales que se destinan a organismos que no son del Estado uruguayo, sino binacionales o multinacionales. 


El otro punto es -teniendo en cuenta algunos casos pero haciendo referencia a algo más genérico- si el Tribunal de Cuentas 
entiende oportuno o necesario el control de la legalidad de los fondos estatales aportados a las personas públicas no estatales. 
Esto sería para el caso de que el Tribunal de Cuentas, al que no acerté a adelantar esta pregunta de antemano, considere que hoy 
puede conversar al respecto; de lo contrario, podemos hablar de ello en otro momento. 


SEÑOR ALVAREZ.- En este momento no puedo contestar la última interrogante planteada por el señor Presidente pero, de 
cualquier modo, quisiera completar las cifras dadas por el señor Presidente del Tribunal de Cuentas. Desde el punto de vista 
porcentual, en el caso de los artículos de los Incisos | al XV, estamos hablando solamente de un 1.34%, que representaría unas 
4.421 observaciones. Aclaro que las cifras están puestas al pie, por lo que sería demasiado engorroso mencionarlas. Pero debo 
decir que si completamos estos datos con las observaciones a los Organismos de los Artículos 220 y 221 de la Constitución, 
llegamos a que el total de observaciones efectuadas en el año 2001 y enviadas a la Asamblea General, fue de 10.883. Quisiera 
complementar esta información mencionando un hecho que tiene una relevancia muy especial desde el punto de vista porcentual y 
de lo que significa en materia de gastos. Me refiero a las observaciones que también se envían con respecto a las licitaciones 
tramitadas durante el Ejercicio 1991. Ahí el porcentaje de licitaciones observadas llegó al 40% y, si tenemos en cuenta los montos, 
vemos que se trata de un dato muy importante. Es decir que de 641 licitaciones -aquí se incluye a los Gobiernos Departamentales- 
que fueron tratadas por el Tribunal de Cuentas, 259 merecieron observaciones. Esto tiene repercusiones muy importantes por todo 
lo que implica esta relación numérica y también por lo que tiene que ver con los proveedores, que se pueden ver afectados por la 
decisión que, sin ser tratada por nadie, lleva adelante el organismo que realiza la licitación. 


Quisiera mencionar otro hecho y es que el año pasado -no recuerdo si por vía de la Ley de Presupuesto o de alguna otra ley 
especial- se estableció que se podían tramitar observaciones de urgente consideración, las cuales, prácticamente todos los meses, 
son enviadas a la Asamblea General. 


Entonces, llenamos más papeles de los necesarios al Tribunal en el año 2002 -además de que vienen con todos los antecedentes- 
y según tengo entendido, no ha sido tratada ni siquiera una sola de esas leyes; aclaro que, prácticamente, llegan varias decenas 
todos los meses. 


Agregamos un elemento más de urgente consideración al cual, a su vez, se añade un montón de elementos, y tampoco ha tenido 
eco en el tratamiento por parte de la Asamblea. No voy a hacer consideraciones en este momento pero, oportunamente voy a dar 
mi opinión; simplemente, digo esto para que se vea el maremágnum de movimiento de papeles que vienen y van o, mejor dicho, 
vienen pero no van. 


Dado que estamos considerando un tema de economía, debemos decir que a cada uno de los miembros de la Asamblea General 
se le dio la dirección del correo electrónico a los efectos de que pudieran consultar esta memoria, ya que no había posibilidad de 
hacer la emisión completa. 


Por mi parte, quisiera ser portavoz de los mismos funcionarios del Tribunal de Cuentas. Como bien dijo el señor Presidente, se 
llegó incluso a aprobar presupuestos departamentales sin los votos mínimos requeridos por la Constitución de la República. 
Entonces, el desánimo dentro del Cuerpo es bastante grande; aclaro que no me refiero a los empleados, que a veces se preguntan 
para quién trabajan. La Asamblea General viene a trabajar como un Órgano de Alzada y jamás recibimos absolutamente ninguna 
observación a través de la cual se nos dijera, por ejemplo, "es un mamarracho lo que ustedes hicieron y está bien lo que hizo el 
ordenador". Si así hubiera ocurrido, por lo menos me quedaría mucho más conforme. Pero no se nos ha dicho nada; esto es algo 
así como enviar una carta sin remitente. En definitiva, nunca sabemos nada y lo peor es que no sabemos si esto sirve para algo. 


SEÑOR RAMÍREZ.- El señor Presidente mencionó dos aspectos sobre posibles intervenciones del Tribunal de Cuentas. En 
relación con el primero de ellos, que sería el control de fondos que se aportan a organismos internacionales, simplemente me 
gustaría comentar que esta preocupación está sobre la mesa en el organismo internacional que agrupa a 184 Tribunales de 
Cuentas y del cual Uruguay fue Presidente durante tres años. En la última oportunidad que el Tribunal ejerció la Presidencia, que 
fue en Corea, el año pasado, este tema era uno de los que estaban a estudio. Por lo tanto, los aportes teóricos y doctrinarios recién 
están, a nivel de esta organización internacional, siendo motivo de análisis y consideración. Digo esto al sólo efecto de establecer 
que la preocupación tiene precisamente un eco que no se circunscribe a esta mesa, ya que a nivel internacional este fue uno de los 
temas considerados. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Agradezco esta convocatoria y desde ya me hago eco de las palabras del señor Presidente en cuanto al 
motivo que ha generado nuestra comparecencia ante esta Comisión en la tarde de hoy. 


En realidad, quisiera, si es posible -y sin perjuicio del hecho de que respeto la idea de hacer un intercambio de opiniones entre los 
señores Senadores y los miembros de este Tribunal- tomar como base en esta oportunidad el proyecto de ley remitido por parte de 
los señores Senadores Correa Freitas y Gallinal, con los comentarios o consideraciones que el mismo le mereció al Tribunal de 
Cuentas. 


Como los señores Senadores podrán haber advertido, en realidad no hay cuestionamientos de fondo en lo que refiere a la 
constitucionalidad de la iniciativa. Sin embargo, sí queríamos hacer algunas aclaraciones y, de pronto, en el intercambio de ideas, 
podemos llegar a alguna conclusión que resulte, en la práctica, mucho más efectiva y que pueda dar algún sentido a esta reunión 
que estamos manteniendo. 


Personalmente, comentando el artículo 211 de la Constitución de la República, quiero decir, a modo de introducción, que siempre 
he respetado el espíritu del Constituyente del año 1934 y he sostenido en mis clases que la disposición mencionada está redactada 
para que no se cumpla. No sé si ello se debió a la habilidad del Constituyente o a su ingenuidad pero, evidentemente, a nadie se le 
puede ocurrir -y menos a esta altura de los acontecimientos- que la Asamblea General se pueda reunir periódicamente para tratar 
las observaciones del Tribunal de Cuentas. Por mi parte, creo que el mecanismo ha sido creado como una forma a través de la cual 
se intenta que dicho Tribunal informe al máximo organismo del sistema orgánico Poder Legislativo a los efectos de que los 
Legisladores adopten, a su vez, esos otros mecanismos que forman parte del sistema semiparlamentario del parlamentarismo 
racionalizado que nos rige, como pueden ser los pedidos de informes, los llamados a Sala y, eventualmente, otros institutos que 
regulan nuestro Derecho Constitucional, tomando como base el informe del Tribunal de Cuentas. Por supuesto, los señores 
Senadores tienen experiencia parlamentaria pero yo confieso que, en la práctica, no visualizo -y lo digo con absoluta franqueza- a 


la Asamblea General reuniéndose cada 15 ó 20 días para tratar las observaciones del Tribunal del Cuentas. Me parece que el 
sistema hoy debe ser otro, es decir, tiene que ser mucho más práctico, dinámico y absolutamente mucho más sumario, para que dé 
un resultado positivo. 


Por todo eso, comparto la creación de la Comisión que se establece en este proyecto de ley. Creo que es una forma muy 
interesante de poder cumplir de manera cabal con el cometido que tiene la Asamblea General. Nada impide que se informe a esta 
última o que haya un mecanismo interno que permita que los Legisladores estén informados. Hay una página Web del Tribunal de 
Cuentas que también permite tener acceso a todos los Legisladores para conocer las observaciones que realiza el Tribunal de 
Cuentas. Incluso, hay una memoria a través de la cual el Tribunal está cumpliendo con el mandato constitucional. O sea que desde 
ese punto de vista, hay instrumentos que pueden determinar que las observaciones que realice el Tribunal de Cuentas en los 
hechos sean recogidas y produzcan los efectos que hoy no se producen por las razones que hemos anotado. 


Hay otro aspecto que me interesaría destacar, y es el hecho de que el proyecto de ley de los señores Senadores Correa Freitas y 
Gallinal hace referencia a la aplicación del artículo 197 de la Constitución. Ello me parece bien, pues creo que es un buen 
instrumento y un elemento que permite que el Poder Ejecutivo, a través del contralor de legalidad y de mérito que realice sobre los 
actos o las gestiones de los Directores y Directores Generales de los Servicios Descentralizados, pueda verificar de forma directa y 
efectiva esa fiscalización. 


La duda que se me generó en particular y que quisiera aclarar -ya entrando al proyecto de ley en sí mismo- tiene que ver con la 
intervención de la Secretaría de la Presidencia de la República y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. Con el debido 
respeto a los autores del proyecto, debo decir que no me queda claro a qué título intervienen, partiendo de la base de la naturaleza 
jurídica que sustenta la Secretaría de la Presidencia de la República, que es un órgano de competencia cerrada en la Constitución 
de la República y que participa -según lo expresa la Carta- del Consejo de Ministros. En tal sentido, no tengo idea de si se trata de 
una especie de delegación de atribuciones, de una imputación funcional, si es un órgano de asesoramiento o si, en definitiva, la 
decisión era propia del Presidente de la República. Recordemos que el artículo 197 se refiere al Poder Ejecutivo pero, a mi juicio, la 
actuación de dicho Poder -no sé qué postura tendrán al respecto los doctores Korzeniak y Correa Freitas, así como los demás 
colegas que integran la Comisión- se remite a un acto que dicta el Consejo de Ministros en función de la naturaleza de dicho acto. 


Esta es una de las dudas que me genera el proyecto y que quisiera que se me aclarara. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- La idea que tuvimos al redactar el artículo 2”, fue una cuestión simplemente práctica y, diría, 
meramente administrativa. Normalmente, en el ámbito del Poder Ejecutivo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es un órgano 
que controla la actividad de los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados, mientras que la Secretaría de la Presidencia de la 
República tiene una visión, fundamentalmente, de la Administración Central. Entonces, me pareció -y de esto me hago 
responsable, más allá de que el señor Senador Gallinal me acompañó en esta postura- que desde el punto de vista práctico era 
conveniente que en el ámbito de la Secretaría de la Presidencia de la República y en el de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto, hubiera un grupo de trabajo que realizara las resoluciones de este tipo, es decir, los actos administrativos de esta 
naturaleza en relación a la Administración Central -por parte de la Secretaría de la Presidencia de la República- y con relación a los 
Entes Autónomos y Servicios Descentralizados lo haría la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 


Me pareció que este era el mecanismo más adecuado y la manera más práctica pero, insisto, no para que se tomen decisiones, 
sino simplemente para que se elabore, estudie y analice la serie de actos observados por el Tribunal de Cuentas y, a su vez, le dé 
cuenta al Poder Ejecutivo. 


De todos modos, reitero, esa es la única finalidad que quiero aclarar al Tribunal de Cuentas y, especialmente, al señor Ministro 
Guariglia. Quizás haya un problema de redacción y debamos corregirla pero, insisto, la intervención de la Secretaría de la 
Presidencia de la República y de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto es un mero acto preparatorio de estudio, de análisis y 
de dar cuenta al Poder Ejecutivo -que es el órgano jerarca y competente- para que proceda en consecuencia. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Queda superada la duda que simplemente se resuelve en la redacción cuando dice: "...de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, según corresponda, el Poder Ejecutivo, con el asesoramiento". Agregando, entonces, la palabra 
"asesoramiento" queda resuelta la dificultad que se me generaba. 


En relación con la aplicación de estos artículos, en general, más allá de lo que se ha dicho sobre el proyecto de ley, creo que es 
una norma positiva, en la situación actual genera un avance y lo único que sugeriría -esto lo planteo a título personal recogiendo la 
iniciativa del señor Presidente y haciendo un intercambio de ideas- es que dentro de las potestades de esta Comisión que se crea, 
habría que establecer precisamente que se le diera prioridad. Tampoco es posible burocratizar el tema, teniendo en cuenta hasta 
las observaciones mínimas que no tienen trascendencia. Creo que las de urgente consideración, que fueron incorporadas en la 
última Ley de Presupuesto, deben ser aquéllas que precisamente merecen tratamiento especial por parte de la Comisión, porque 
se trata de aquellos casos más graves. Me refiero a aquellos en los que hay reiteraciones sin fundamento o sin disponibilidad 
presupuestal, o donde hay situaciones en las que realmente, cuando se caratula de "urgente consideración" por parte de la 
Asamblea General, ya el Tribunal de Cuentas ha recorrido todo un camino con ese ordenador y lo considera agotado, porque hay 
una actuación casi contumaz de ese ordenador. Creo que son esos casos en los cuales la Comisión debería tener o prestar una 
especial atención. 


Los demás casos, a mi juicio, pueden entrar en lo que es la actuación normal, pero en éstos en particular, la Comisión podría tener 
una importancia bastante interesante, en la medida en que tome como base aquellos expedientes que remite el Tribunal y que son 
caratulados con esa calificación. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Como veo que el señor Ministro Guariglia va a ingresar a otro tema, quiero agotar previamente el que 
estamos tratando, ya que han sido muy fructíferas, tanto las precisiones del señor Presidente del Tribunal de Cuentas, como el 
análisis que ha hecho de nuestro proyecto el señor Ministro Guariglia. 


Para finalizar con este tema, quisiera consultarlo en relación al artículo 1% que, de acuerdo con las manifestaciones del señor 
Presidente del Tribunal de Cuentas y del Ministro Guariglia, diríamos que podríamos prescindir del mismo, mientras que se podría 
dar aprobación -con los ajustes de redacción correspondientes- a los artículos 2*, 3? y 4* del proyecto de ley. 


Quisiera saber si esta es la opinión del señor Ministro Guariglia. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Creo que la situación es precisamente como la menciona el señor Senador, porque en definitiva se está 
alcanzando al resto de lo que es la Administración descentralizada, con la excepción que habíamos señalado de los entes 
autónomos de enseñanza que, como todos sabemos, no están alcanzados por el mecanismo del artículo 197 de la Constitución. 


En consecuencia, creo que en lo que tiene que ver con los incisos de la Administración Central -como bien ha señalado el señor 
Presidente del Tribunal de Cuentas- el tema en gran medida está soslayado y el punto se centra alrededor de las empresas 
públicas que despiertan la preocupación de la Comisión y, por esa vía, es perfectamente posible avanzar. 


En relación con la interrogante que planteaba el señor Presidente, quiero trasmitirle que el Tribunal ha entendido sistemáticamente 
que tiene competencia sobre los fondos que administran las personas públicas no estatales. En tal sentido recuerdo el comentario 
que sobre el artículo 191 realizó el profesor Korzeniak cuando habló de administraciones con patrimonio propio como un elemento 
que permitiría sostener la constitucionalidad de las personas de Derecho Público no estatal, porque una norma legal lo habilita. 


Diría más; esa competencia no solamente alcanza a las personas públicas no estatales, sino también a las personas jurídicas 
privadas que administran o manejan fondos públicos y para ello me baso en lo que establece el artículo 199 de la Ley N* 16.736, 
que es la anterior Ley de Presupuesto. En esta normativa se crea una nueva especie en la clasificación de personas jurídicas que 
son las personas jurídicas privadas, que no son las de Derecho Público, sino todas aquellas asociaciones civiles y fundaciones con 
O sin fines de lucro a las que refiere el Inciso 21 de la Ley de Presupuesto que, precisamente, tiene relación con los subsidios y 
subvenciones. Concretamente, allí se dice que todas aquellas organizaciones que perciben subsidios y subvenciones, que son 
asociaciones civiles y manejan fondos públicos, deben rendir cuentas al Tribunal de Cuentas y están bajo el control del Tribunal. 


En lo que tiene que ver con las personas públicas no estatales, del artículo 138 del TOCAF se desprende claramente que el 
Tribunal mantiene competencia como para intervenir en la forma en que lo establece el propio artículo a cuya lectura me voy a 
remitir. El acápite de este artículo es muy claro por cuanto dice: "Los organismos o servicios no estatales" con lo cual, obviamente, 
se está refiriendo a las personas públicas no estatales. 


Posteriormente esta disposición fue complementada por el artículo 199 de la Ley de Presupuesto, N* 16.736, el cual es recogido 
por el artículo 160 del TOCAF, que habla de las personas públicas no estatales -aquí se utiliza la denominación correcta- y agrega a 
los organismos privados que manejen fondos públicos o administren bienes del Estado. O sea que la calificación de organismos 
privados no apunta a la persona pública, sino a la persona jurídica privada que administra fondos públicos o bienes del Estado. De 
modo que no se trata de la distinción de la personas públicas no estatales creada por ley, que no integra la estructura del Estado, 
sino de una modalidad distinta, es decir, una persona jurídica privada que se regule exclusivamente por el Derecho Privado que, a 
diferencia de la persona pública, en lugar de ser creada por ley, se crea por acto entre personas, a través de una asociación civil, 
de una fundación o de cualquier otro mecanismo que admita el Derecho Privado. 


No sé si he sido claro pero, en definitiva, ese es el contenido de la respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me voy a permitir agradecer especialmente las respuestas en torno a estos puntos nuevos. Simplemente 
quisiera aclarar que tenía presente la existencia de disposiciones legales que, a mi juicio, ya habilitaban al Tribunal de Cuentas a 
ejercer estos contralores. 


Aprovechando la oportunidad legislativa de que tenemos en consideración un proyecto de ley que reglamenta competencias del 
Tribunal de Cuentas, aprovechando también para señalar que, de acuerdo con lo que dispone el inciso segundo del artículo 210 de 
la Constitución de la República, este es un órgano de competencia abierta -aunque no esté enumerado en el artículo 211 se le 
puede añadir competencias que tengan que ver con su naturaleza y especificidad- mi idea era que en un proyecto de ley como éste 
que tiene como objetivo reglamentar alguna competencia, pudiéramos reglamentar también estas otras. La preocupación jurídica 
es simplemente que las normas vigentes -y que por tanto deben aplicarse, aunque se discuta su aplicación- están contenidas en 
Leyes de Presupuesto y, a pesar de que indiscutibles fallos de la Suprema Corte de Justicia han dicho que no son 
inconstitucionales -aclaro que no comparto esos fallos pues son normas con pretensión de permanentes- mi pregunta apuntaba a 
saber qué opinión existe sobre la idea de que un proyecto de ley pueda referir a la competencia del Tribunal de Cuentas. 


De todos modos, agradezco mucho las explicaciones brindadas. 


SEÑOR EGOZCUE.- Volviendo al tema del proyecto de ley, creo que las alternativas están muy acotadas, por cuanto hay dos 
opciones: se modifica la Constitución de la República estableciendo que en los casos de insistencia y de mantenimiento de la 
observación por parte del Tribunal de Cuentas se va a operar la suspensión del pago del gasto o bien se instrumenta un 
mecanismo -tal como está previsto en el artículo 4% del proyecto de ley- que surja de la propia Asamblea o de la Comisión de 
Cuentas, que realice efectivamente un control a posteriori. 


En mi opinión, por vía legal y por los argumentos que dio el Tribunal de Cuentas en su nota, establecer la suspensión del pago del 
gasto, no es posible. Entonces, habría que analizar de qué manera es factible una actuación por parte de la Asamblea o de la 
Comisión de Cuentas que agilice o que permita estudiar aquellos casos que pueden ser los caratulados como de urgente 
consideración -que son los más importantes- y determinar la existencia de eventuales responsabilidades frente a las situaciones 
planteadas. 


En síntesis, creo que valdría la pena analizar si es factible acordar un texto que permita compatibilizar lo que allí se dispone con lo 
que establece la Constitución de la República y, de ese modo, avanzar algo más en la preocupación común con respecto a este 
tema. 


SEÑOR GUARIGLIA.- Debo confesar que después del primer dictamen del Tribunal de Cuentas me quedé con algunas dudas 
interpretativas de la Constitución de la República. Comparto plenamente el espíritu de la norma porque parto de la base de que una 
suspensión en los hechos operaría como una especie de paralización de la actividad administrativa. En definitiva, el gasto quedaría 
condicionado a una suerte de dictado o de un acto de la Asamblea General o de la Comisión y eso generaría una serie de 
inconvenientes a nivel burocrático bastante complejos. 


En cuanto a la inconstitucionalidad, confieso que después de haberlo visto por segunda o tercera vez, ese razonamiento me genera 
algunas dudas. Cuando uno observa la redacción del artículo 211 de la Constitución de la República y se produce todo el 
procedimiento y el acto de insistencia por parte del ordenador, vemos que concretamente habla de que "lo comunicará al Tribunal 
sin perjuicio de dar cumplimiento a lo dispuesto." No dice nada más. Por ello me queda la duda de a qué refiere la expresión "sin 
perjuicio de dar cumplimiento a lo dispuesto." Lo que se dispone en este artículo fue complementado por el Decreto-Ley N* 104 y 
luego por la Ley N* 15.903 que agregó "sin perjuicio de dar cumplimiento al acto dispuesto bajo la exclusiva responsabilidad de 
dicho ordenador", con lo cual la ley aclaró que bastaba que se realizara la insistencia para que el acto fuera ejecutable bajo su 
exclusiva responsabilidad. 


De todos modos, simplemente quisiera dejar planteada la siguiente interrogante. La Ley interpretó esa última expresión: "sin 
perjuicio de dar cumplimiento a lo dispuesto", entendiendo que, verificado el acto de insistencia, estaba en condiciones de 
ejecutarlo; aun antes de que lo tratara el Tribunal de Cuentas, bastaba que lo dictara y lo comunicara y sin que el Tribunal de 
Cuentas lo tratara, podía ejecutar el gasto bajo su exclusiva responsabilidad. 


Entonces, planteo la interrogante porque advertí que la ley le había agregado esa última parte y, quizás, puede caber alguna otra 
alternativa. Insisto en que no creo que sea una razón de buena administración que la ejecución de los gastos, fundamentalmente, 
en casos de urgencia o especiales, tenga un efecto suspensivo que la paralice. 


SEÑOR ALVAREZ.- Deseo volver sobre un planteamiento realizado por el señor Presidente de la Comisión con respecto a aquellas 
empresas en las que participa directamente el Estado a través del Gobierno Central o de los Entes Autónomos. En los años que 
llevo trabajando dentro del Tribunal de Cuentas, he visto que siempre se han planteado problemas en la competencia del Tribunal 
para realizar las auditorías de los balances de esas empresas de las cuales forma parte el Estado, a través del Gobierno Central o 
de los Entes Autónomos. Para mencionar casos concretos, puedo citar a la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande, a la empresa 
Petro Uruguay, de la cual ANCAP forma parte, y otras tantas. Nosotros, simplemente, recibimos la información que nos envía, por 
ejemplo, el Ministerio de Relaciones Exteriores, la UTE en el caso de Salto Grande, o ANCAP en lo que tiene que ver con su 
participación en aquella empresa. Sin embargo, el Tribunal de Cuentas nunca llega a ver los Libros, los documentos, ni audita ni 
certifica la veracidad de las cifras. Siempre se ha manifestado que son organismos internacionales o empresas en cuyas 
sociedades anónimas el Estado tiene mucha o poca participación. No obstante, pienso que sería bueno que se recogiera esta 
inquietud, si la idea es recibir aportes para mejorar el funcionamiento del Tribunal de Cuentas. Aclaro que no sé cuál es la solución 
ni los problemas jurídicos que se podrían plantear, porque no soy abogado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece la participación de nuestros distinguidos visitantes, que ha sido sumamente 
ilustrativa y fructífera. Así como el Tribunal de Cuentas ha expresado que está a las órdenes de la Comisión, este Cuerpo 
manifiesta su reciprocidad para con el Tribunal. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 10 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


